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Resumen

En respuesta a problemas de cortoplacismo político e inconsistencia temporal, durante las 
últimas décadas se han producido numerosas reformas y propuestas de reforma institucional 
dirigidas a extender el horizonte temporal de la toma de decisiones políticas, promover su 
consistencia temporal e incorporar los intereses de las generaciones futuras a tales decisiones. 
Este trabajo es una contribución al análisis normativo de dichas instituciones, analizándolas 
de acuerdo con su capacidad para tratar los diversos determinantes del cortoplacismo político 
y la inconsistencia temporal. Para ello, tras una introducción, se presentan los problemas in-
tertemporales que dichas instituciones tratan de resolver. A continuación, se introduce una 
muestra de dichas instituciones atendiendo al tipo de mecanismos que emplean así como a su 
grado de independencia, sus competencias, sus tipos de poderes y la amplitud del mandato al 
que están sujetas. Finalmente, se analizan las instituciones presentadas anteriormente en fun-
ción de su capacidad para tratar los determinantes motivacionales, epistémicos e instituciona-
les de dichos problemas.

Palabras clave: instituciones intergeneracionales, cortoplacismo político, inconsistencia 
temporal, teoría política.

Abstract

In response to problems of political short-termism and time inconsistency, over the last dec-
ades a diversity of institutional reforms have been enacted and proposals have been advanced 
to enlarge the time horizon of political decisions, improve their time consistency, and better 
take into account the interests of future generations. This paper is a contribution to the nor-
mative analysis of such institutions. It mainly aims at examining their ability to cope with the 
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plurality of determinants of short-termism and time inconsistency. To this aim, and after an 
introduction, I present the intertemporal problems that these institutions seek to address. A 
sample of such institutions is displayed next. They are organized by the types of mechanisms 
they employ as well as by their degree of independence, competencies, types of powers, and the 
extent of the mandate to which they are subject. Finally, the institutions previously introduced 
are assessed by their ability to cope with the motivational, epistemic, and institutional deter-
minants of such problems.

Keywords: intergenerational institutions, political short-termism, time inconsistency, political 
theory.

Los políticos que maximizan el largo plazo terminan escribiendo 
sus memorias en un plazo muy corto.

(Przeworski, 1985: 118).

INTRODUCCIÓN

Ámbitos de actuación política como el climático, el energético o el educativo re-
quieren, con frecuencia, la adopción de políticas públicas cuyos beneficios se alcanza-
rán únicamente en el largo plazo. Puesto que dichas políticas típicamente imponen 
costes en el corto plazo, tales como la adopción de nueva regulación o el incremento 
de la imposición fiscal, quienes ocupan cargos políticos tienen fuertes incentivos para 
posponer su adopción, trasladando los costes derivados de ello a las generaciones futu-
ras (Nordhaus, 1975; Weaver, 1986; Alesina y Roubini, 1992; Thompson, 2010). 
Una afirmación atribuida a David Stockman, director de Presupuesto durante la pre-
sidencia de Reagan, ilustra con claridad este problema. Preguntado por la sostenibili-
dad financiera de la seguridad social en el largo plazo, Stockman descartó tomar 
medidas durante su cargo por no tener ningún interés en malgastar «un montón de 
capital político en atajar los problemas del [futuro director de Presupuesto] en 2010» 
(Pierson, 2000: 261). Más recientemente, el director de la Oficina Económica de 
Moncloa, Álvaro Nadal, ha ilustrado un problema similar en el ámbito de la inversión 
en investigación al afirmar que se han de «controlar los costes y la inversión en I+D, 
ya que no es una opción rentable a corto plazo» (Expansión, 2015).

En respuesta a este tipo de problemas de cortoplacismo político –y de inconsisten-
cia temporal, como veremos–, durante las últimas décadas se han producido numero-
sas reformas y propuestas de reforma institucional dirigidas a extender el horizonte 
temporal de las decisiones políticas y tener en mayor consideración los intereses de las 
generaciones futuras en la toma de dichas decisiones1. Por ejemplo, países como 

1.	 Compilaciones de las instituciones y propuestas existentes son Boston (2014), Tremmel (2009), 
Secretaría General de Naciones Unidas (2013), Oxford Martin Commission for Future Gene-
rations (2013) y González-Ricoy y Gosseries (en prensa).
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Singapur o Reino Unido han adoptado prácticas de prospección futura actualmente 
consolidadas en sus organismos públicos; otros, como Israel o Finlandia, han creado 
comisiones parlamentarias dirigidas a supervisar la acción legislativa y ejecutiva en 
ámbitos intergeneracionalmente sensibles; Hungría, por su parte, creó en 2008 un 
Defensor de las Generaciones Futuras que ha servido de modelo para las propuestas 
recientes para la creación de una oficina similar a nivel europeo así como de un Alto 
Comisionado para las Generaciones Futuras en Naciones Unidas; por último, duran-
te las últimas décadas al menos cincuenta y siete países han incluido cláusulas de jus-
ticia intergeneracional en sus constituciones, siendo éstas ejecutadas por los tribunales 
relevantes en países como Filipinas o Chile.

Este trabajo es una contribución al análisis normativo de dichas instituciones y 
propuestas institucionales, a las que en lo sucesivo me referiré como instituciones inter-
generacionales. Para ser completo, un análisis de este tipo requeriría considerar una 
muestra completa de dichas instituciones y emplear criterios normativos para su eva-
luación, tales como su legitimidad, viabilidad, equidad y sostenibilidad, que exceden 
el alcance de este artículo. Este trabajo está limitado, por el contrario, a discriminar y 
valorar una muestra limitada de las instituciones intergeneracionales más significativas 
de acuerdo con un único criterio: su capacidad para tratar los determinantes motiva-
cionales, epistémicos e institucionales del cortoplacismo político y la inconsistencia 
temporal. El objetivo del artículo es, por tanto, analizar qué tipos de instituciones in-
tergeneracionales son más adecuados para atajar cada uno de estos determinantes, ca-
talogando las diversas propuestas institucionales según este criterio.

Así, en relación con los determinantes motivacionales, se examinarán institucio-
nes y mecanismos institucionales dirigidos a alinear las motivaciones de los actores 
mediante el uso de incentivos, a reducir el peso de las motivaciones cortoplacistas y 
a actualizar dichas motivaciones, tanto exógena como endógenamente. En relación 
con los determinantes epistémicos, se analizarán instituciones dirigidas a incremen-
tar nuestro conocimiento sobre el futuro, a diseminar dicho conocimiento y a dis-
tribuir el poder de decisión según la distribución de dicho conocimiento. Por 
último, en relación con los determinantes institucionales, se describirán institucio-
nes basadas en reglas de largo plazo así como instituciones basadas en mecanismos 
de coordinación.

El artículo comienza presentando los problemas de cortoplacismo político e incon-
sistencia temporal que las instituciones intergeneracionales tratan de resolver. A conti-
nuación, se introduce la muestra de las instituciones intergeneracionales que se 
analizará atendiendo al tipo de mecanismo que éstas emplean, así como a su grado de 
independencia, competencias, poderes y amplitud del mandato al que están sujetas. Las 
tres secciones siguientes examinan las principales instituciones de acuerdo a su capaci-
dad para tratar los determinantes motivacionales, epistémicos e institucionales, respec-
tivamente, del cortoplacismo político y la inconsistencia temporal. La conclusión 
discute brevemente las implicaciones del análisis anterior para el diseño, viabilidad y 
legitimidad de las instituciones intergeneracionales.
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CORTOPLACISMO POLÍTICO E INCONSISTENCIA TEMPORAL

Empezamos, por tanto, con los problemas de cortoplacismo político e inconsisten-
cia temporal que las instituciones intergeneracionales pretenden atajar. En esta sección 
se define la naturaleza de dichos problemas, así como sus diversos determinantes y los 
perjuicios que pueden causar.

Muchas de las decisiones políticas que adoptamos hoy en ámbitos como el climá-
tico, el educativo o el del sistema público de pensiones afectarán profundamente a los 
intereses de las generaciones futuras, tanto a los de aquellas que, si bien solapadas con 
las actuales, aún no han alcanzado la edad legalmente requerida para participar en 
dichas decisiones, como a los de aquellas generaciones que están aún por nacer. Es una 
creencia común, sin embargo, que las instituciones políticas existentes presentan pro-
blemas estructurales para incorporar los intereses de las generaciones futuras a las de-
cisiones presentes y adoptar lo que Alan Jacobs (2011), en el estudio sobre políticas 
intertemporales más relevante hasta la fecha, denomina como «políticas de inversión». 
Las políticas de inversión son políticas que presentan dos características. Primero, ex-
traen recursos en el presente (ya sea mediante la extracción directa, por ejemplo, de 
impuestos o mediante la restricción al consumo, por ejemplo, de recursos naturales). 
Segundo, disponen de un mecanismo de transferencia intergeneracional de los recur-
sos extraídos (ya sea mediante la acumulación o la inversión).

La adopción de políticas de inversión por parte de instituciones democráticas está 
sujeta, sin embargo, a problemas estructurales de cortoplacismo político e inconsistencia 
temporal2. El primero se da cuando en la toma de decisiones políticas los beneficios 
netos de corto plazo son priorizados sobre beneficios netos de largo plazo de igual o 
superior valor. El segundo se da cuando planes que son óptimos a largo plazo son 
abandonados por planes óptimos en el corto plazo, pero subóptimos en el largo plazo. 
A modo de ilustración, consideremos el efecto de los ciclos electorales. Cuando los 
votantes evalúan a los candidatos por su actuación agregada, los Gobiernos salientes 
tienen fuertes incentivos para adoptar políticas con beneficios anteriores a las siguien-
tes elecciones a fin de incrementar la probabilidad de ser reelegidos. El efecto de los 
ciclos electorales no es solo la adopción de políticas que descuentan fuertemente el 
valor de los beneficios futuros en favor del de los beneficios de corto plazo. Éstos tam-
bién pueden producir problemas de inconsistencia temporal si, por ejemplo, condu-
cen a los Gobiernos a desviarse de los compromisos de largo plazo adoptados por ellos 
mismos o por Gobiernos anteriores.

Las políticas de inversión son particularmente sensibles a estos problemas, puesto 
que típicamente requieren transferencias intergeneracionales que han de ser sostenidas 

2.	 La literatura es inmensa. Véase, entre otros, Nordhaus (1975), Kydland y Prescott (1977), 
Weaver (1986), Alesina y Roubini (1992), Irving (2009), Garri (2010), Jacobs (2011), Krebs y 
Rapport (2012), Jacobs y Matthews (2012), Oxford Martin Commission (2013) y MacKenzie 
(en prensa).
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durante períodos prolongados de tiempo. Las políticas de mitigación del cambio climá-
tico –dirigidas, principalmente, a reducir las emisiones de gases de efecto invernadero– 
son un ejemplo ilustrativo3. Dado que las moléculas de dióxido de carbono, el principal 
gas de efecto invernadero emitido por los humanos, permanecen en la atmósfera 30-35 
años como promedio, y un 17-33 % de ellas aún permanecerán mil años después de ser 
emitidas (Gardiner, 2011: 33), buena parte de los costes de no adoptar políticas de mi-
tigación se encuentran localizados en el largo plazo. Los costes de adoptarlas, sin embar-
go, están localizados en el presente, y no son menores: el Banco Mundial (2010: cap. 6) 
los ha estimado entre 140 000 y 175 000 millones de dólares anuales. Por ello, los Go-
biernos salientes tienen fuertes incentivos para posponer la adopción de dichas políticas 
y para desviarse de los compromisos previos para su adopción a fin de priorizar políticas 
con resultados más inmediatos. En una entrevista reciente, Obama mencionaba este 
problema en el contexto de la crisis económica:

No siempre he enfrentado el problema del cambio climático porque, si ahora mis-
mo estás preocupado por conseguir un trabajo o pagar los recibos, lo primero que 
quieres escuchar es cómo puedes resolver el problema inmediato. Una de las cosas más 
difíciles en política es lograr que una democracia enfrente algo en este momento cuan-
do el beneficio está en el largo plazo o el coste de la inacción se encuentra a décadas de 
distancia (Friedman, 2014).

El cortoplacismo político y la inconsistencia temporal tienen determinantes muy 
diversos4. Tales fenómenos son frecuentemente explicados, tanto en la literatura em-
pírica (Nordhaus, 1975) como en la normativa (Thompson, 2010), basándose en las 
motivaciones cortoplacistas de votantes y cargos electos. La impaciencia de los prime-
ros les llevaría a descontar fuertemente el valor de los resultados políticos futuros, 
apoyando políticas públicas de corto plazo, mientras que la impaciencia por ser reele-
gidos conduciría a los segundos a tratar de satisfacer las preferencias intertemporales 
de los votantes, dando lugar a los ciclos electorales mencionados más arriba. Sin em-
bargo, el cortoplacismo y la inconsistencia temporal también pueden tener causas 
epistémicas e institucionales. Así, actores adecuadamente motivados pueden descontar 
el valor de las consecuencias de largo plazo –por ejemplo, las consecuencias futuras del 
cambio climático– porque dichas consecuencias son inciertas, porque ignoran su pro-
bable impacto sobre el bienestar de los individuos futuros o porque sobrevaloran la 
capacidad de la innovación tecnológica para minimizar dicho impacto (Frederick, 
2003; Jacobs y Matthews, 2012). Alternativamente, el cortoplacismo y la inconsisten-
cia temporal pueden deberse a la debilidad (por ejemplo, financiera) de las institucio-
nes políticas para ejecutar las políticas de inversión, a la influencia de agentes privados 

3.	 Para un análisis intergeneracional del cambio climático, véase entre otros Page (2006) y Gardi-
ner (2011).

4.	 Sobre dichos determinantes, véase entre otros Frederick (2003), Irving (2009), Garri (2010), 
Jacobs (2011), Jacobs y Matthews (2012), Caney (en prensa) y MacKenzie (en prensa).
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con intereses cortoplacistas o a problemas de coordinación diacrónica y sincrónica 
entre los actores políticos relevantes, con que tienen particular incidencia sobre la 
provisión de bienes públicos como la mitigación del cambio climático (Garri, 2010; 
Jacobs, 2011; Krebs y Rapport, 2012).

Estos determinantes serán analizados con detalle en sus secciones correspondien-
tes. Sin embargo, es preciso tener en cuenta su diversidad desde el principio porque 
resulta improbable que instituciones o mecanismos institucionales aislados, como los 
que se presentarán en la siguiente sección, puedan abarcar todos los determinantes 
posibles y ser igualmente apropiadas para todos los ámbitos de decisión, cuyas carac-
terísticas y horizontes temporales son igualmente diversos. Por ejemplo, mientras que 
el horizonte temporal de la sostenibilidad fiscal se extiende varias décadas, el de las 
políticas de gestión de residuos nucleares puede hacerlo varios siglos. En consecuencia, 
el horizonte temporal de las políticas de inversión apropiadas en el primer ámbito será 
muy distinto del horizonte temporal de las políticas apropiadas en el segundo.

Con independencia de sus causas, el cortoplacismo político y la inconsistencia 
temporal pueden producir graves injusticias e ineficiencias en la distribución temporal 
de costes y beneficios. En relación con las primeras, qué distribución intra e interge-
neracional de costes y beneficios sea justa dependerá del conjunto de principios distri-
butivos –prioritarios, suficientarios, igualitarios, etc.– que adoptemos. Esta cuestión 
excede el alcance de este trabajo5. Podemos establecer, sin embargo, un criterio mini-
malista como es el de la no vulneración de los derechos fundamentales de las genera-
ciones presentes y futuras, criterio que la mayoría de las teorías normativas aceptaría.

Empleando este criterio, algunas de las políticas públicas actuales incurren clara-
mente en formas moralmente problemáticas de cortoplacismo político e inconsisten-
cia temporal. Esto es particularmente cierto en el caso de las políticas de mitigación y 
adaptación al cambio climático. Según el quinto informe del Panel Intergubernamen-
tal sobre el Cambio Climático (2014: cap. 2), de no realizarse esfuerzos de mitigación 
adicionales a los actuales, el incremento de las temperaturas medias de la superficie 
terrestre y el aumento del nivel medio global del mar estimados para 2100 –ambos 
relativos a 1986-2005– serían de entre 2 y 4 ºC y de entre 0,5 y 0,7 metros, respecti-
vamente. Los costes derivados de ello para las generaciones futuras, según el informe, 
serían considerables en términos de riesgos de salud, inseguridad alimentaria y de ac-
ceso a agua potable, así como de riesgos sistémicos y de pérdida de medios de vida y 
de ingresos debido a fenómenos meteorológicos extremos; y lo haría, especialmente, 
entre las poblaciones más pobres6.

El cortoplacismo político y la inconsistencia temporal también pueden generar gra-
ves ineficiencias. Así, el Informe Stern sobre la economía del cambio climático (Stern, 
2007) célebremente estimó los costes y riesgos anuales de no de reducir las emisiones de 

5.	 Para una discusión exhaustiva, véase Gosseries y Meyer (2009).
6.	 Un análisis del impacto del cambio climático en terminos de vulneración de derechos funda-

mentales se encuentra en Caney (2010). Véase también Di Paola y Kamal (2015).
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gases de efecto invernadero entre un 5 % y un 20 % del PIB global y los costes de hacer-
lo, en cambio, en un 1 % anual. De modo similar, en el ámbito de la preparación insti-
tucional para los desastres naturales, Healy y Malhotra (2009) han mostrado que el 
cortoplacismo político conduce a una ineficiente preparación que, en el caso del hura-
cán Katrina, provocó que los ciudadanos terminaran pagando un coste quince veces 
superior a lo que hubiera supuesto la preparación para huracanes de esta naturaleza.

INSTITUCIONES INTERGENERACIONALES: UNA PANORÁMICA

Los fenómenos descritos en la sección anterior son ampliamente reconocidos, tanto 
académica como políticamente. Por ejemplo, Kevin Rudd, primer ministro australiano, 
se refería en 2008 al cortoplacismo político como «el virus, la enfermedad, algunos di-
rían la epidemia que amenaza el futuro de largo plazo de Australia ( Gallery y Gallery, 
2009). El reconocimiento de dichos fenómenos y la creciente urgencia de abordar pro-
blemas –como el climático– cuyas soluciones requieren de políticas de inversión de 
largo e incluso muy largo plazo, ha producido durante las últimas décadas la aparición 
de toda una serie de reformas y propuestas de reforma institucional dirigidas a ampliar 
el horizonte temporal de las decisiones políticas, promover su consistencia temporal e 
incorporar los intereses de las generaciones futuras a dichas decisiones.

Las propuestas son numerosas y heterogéneas. En un intento de compilarlas ex-
haustivamente, Jonathan Boston (2014) menciona al menos sesenta propuestas insti-
tucionales distintas. Antes de centrarnos en una muestra más manejable y analizarla en 
las siguientes secciones, vale la pena distinguir los siguientes tipos de propuestas insti-
tucionales:

— � Principios, tales como el principio de precaución, hoy bien conocido y em-
pleado en el derecho ambiental internacional y que establece que cuando una 
actividad amenaza con dañar la salud humana o el medio ambiente se han de 
tomar precauciones incluso en ausencia de una relación de causalidad com-
pletamente establecida (Raffensberger, 1999; Gardiner, 2005); o el principio 
de responsabilidad histórica, según el cual «quien contamina, paga», y que es 
frecuentemente invocado para defender impuestos pigouvianos como el im-
puesto sobre el carbono (Neumayer, 2000).

— � Indicadores intergeneracionales, tales como la huella ecológica, que computa el 
capital natural necesario para cierto patrón de consumo, o el ahorro genuino, 
que mide el ahorro nacional una vez descontado el uso de recursos naturales 
o la contaminación producida (Zuber, en prensa).

— � Prácticas, tales como las prácticas de prospección futura, actualmente bien 
establecidas en numerosas administraciones públicas y que combinan la esti-
mación de escenarios futuros con la planificación de largo plazo (Dreyer y 
Stang, 2013).
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— � Cláusulas constitucionales, típicamente de contenido ambiental o fiscal, con 
frecuencia incluyendo tanto a las generaciones presentes como a las futuras 
entre sus destinatarios, y que en algunos casos como en Filipinas o Chile han 
sido ejecutadas por los tribunales relevantes (Hayward, 2004; Cho y Peder-
sen, 2013; González-Ricoy, en prensa).

— � Reformas electorales, tales como los sistemas de votación restringida y extendi-
da, dirigidos a incrementar la capacidad de influencia de minorías parlamen-
tarias en ámbitos intergeneracionalmente sensibles (Dobson, 1996; Ekeli, en 
prensa).

— � Organismos independientes, tales como los consejos fiscales, dirigidos a super-
visar el cumplimiento de los objetivos presupuestarios por parte del Gobier-
no, o los defensores de las generaciones futuras, figura creada en Hungría en 
2008 (Jàvor, 2006) y más recientemente propuesta a nivel de la Unión Euro-
pea o Naciones Unidas (Ward, 2012; Secretaría General de Naciones Uni-
das, 2013).

El caso más representativo de este tipo de reformas institucionales es probable-
mente el finlandés. Vale la pena detenerse en él con algo más de detalle por tres razo-
nes: primero, porque se trata de un caso consolidado, en funcionamiento desde hace 
más de dos décadas; segundo, porque combina un conjunto de mecanismos y cuerpos 
decisorios que abarca muchas de las propuestas realizadas durante las últimas décadas; 
y tercero, porque ha servido de modelo para numerosas propuestas teóricas (por ejem-
plo, Caney, en prensa) y reformas tales como la recientemente aprobada Ley para el 
Bienestar de las Generaciones Futuras en Gales.

En funcionamiento desde comienzos de la década de 1990, el modelo finlandés de 
prospección futura está formado por cuatro elementos que operan de manera integra-
da. Primero, consta de un conjunto de organizaciones financiadas públicamente para 
la investigación sobre escenarios futuros, tales como la Sociedad Finlandesa para los 
Estudios Futuros o la Academia Finlandesa de Futuros. Segundo, exige al Gobierno, 
como un requisito constitucionalmente recogido desde 1990, la producción de un 
informe sobre el futuro cada legislatura. En este informe, el Gobierno establece ante el 
Parlamento sus compromisos de largo plazo así como sus objetivos específicos. Terce-
ro, dispone de un conjunto de prácticas de prospección futura, coordinado por el 
Grupo de Prospección Gubernamental, el cual promueve la investigación sobre esce-
narios futuros y compila la información existente como parte de la preparación guber-
namental del informe sobre el futuro. Cuarto, consta de una Comisión Parlamentaria 
para el Futuro –creada en 1993 y permanente desde 2000– con el mandato de inves-
tigar ámbitos de actuación política intergeneracionalmente sensibles y supervisar la 
acción gubernamental en base al propio informe sobre el futuro del Gobierno7.

7.	 Sobre el modelo finlandés, véase Boston (2014: 18-22). Sobre la prácticas de prospección futura 
y el Grupo de Prospección Gubernamental, véase http://vnk.fi/en/work-on-the-future. Sobre la 

http://vnk.fi/en/work-on-the-future
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A fin de ubicar adecuadamente el modelo finlandés y tener una visión más amplia 
de las principales propuestas institucionales, es útil compararlo con otros dos modelos 
similarmente influyentes pero de naturaleza muy distinta. El primero es el del Defen-
sor de las Generaciones Futuras, cuyo ejemplo más relevante es la oficina del mismo 
nombre creada en Hungría en 2008 –y desde 2012 integrada en la Oficina del Defen-
sor de los Derechos Fundamentales– a fin de promover la protección del derecho 
constitucional a un medio ambiente saludable. A tal efecto, el Defensor de las Gene-
raciones Futuras húngaro dispone de amplios poderes, ftales como la capacidad para 
recabar información, acceder a propiedad privada, retrasar el proceso legislativo y so-
licitar la acción del Tribunal Constitucional allí donde pueda existir una vulneración 
del derecho constitucional mencionado.

El segundo modelo es el modelo de «voto restringido» propuesto por Dobson 
(1996), según el cual ciertos escaños parlamentarios serían reservados para represen-
tantes de las generaciones futuras –en adelante, representantes F–. Dichos representan-
tes serían elegidos tanto por los miembros de los grupos ambientalistas como de entre 
dichos miembros. Dada la imposibilidad de que las generaciones futuras aún no naci-
das puedan elegir o ser elegidas como representantes parlamentarios, los miembros de 
los grupos ambientalistas actuarían como proxy o sustituto de las mismas. El supuesto 
es que, a diferencia del resto de la ciudadanía, éstos tendrían una consideración espe-
cial por los intereses de las generaciones futuras así como un conocimiento experto 
sobre las cuestiones ambientales8.

Tabla 1.

Dimensiones de las instituciones intergeneracionales

Dimensión/modelo Modelo finlandés Modelo húngaro Dobson (1996)

Independencia Transversal Independiente
Integrada en el 
Parlamento

Competencias
Investigación
Información
Supervisión

Investigación
Retraso legislativo
Recurso de 
constitucionalidad

Legislativas plenas

Tipo de poderes Débil Moderado Fuerte

Mandato Amplio Estrecho Amplio

Fuente: elaboración propia.

Comisión Parlamentaria para el Futuro, véase https://www.eduskunta.fi/EN/lakiensaataminen/va-
liokunnat/tulevaisuusvaliokunta/Pages/default.aspx (ambos consultados el 27 de marzo de 2016).

8.	 La designación del modelo es de Ekeli (2008). Dobson no especifica el número de escaños que 
serían reservados para los representantes F, mientras que Ekeli asume que un 5-10 % de los 
escaños.

https://www.eduskunta.fi/EN/lakiensaataminen/valiokunnat/tulevaisuusvaliokunta/Pages/default.aspx
https://www.eduskunta.fi/EN/lakiensaataminen/valiokunnat/tulevaisuusvaliokunta/Pages/default.aspx
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La comparación entre estos tres modelos se puede realizar en relación con cuatro 
aspectos que se resumen en la tabla 1: el grado de independencia de los actores impli-
cados, sus competencias, el tipo de poder que ostentan y la amplitud del mandato al 
que están sujetos.

Primero, el modelo finlandés opera de manera transversal en todos los niveles de la 
acción gubernamental, mientras que el modelo húngaro es independiente y el de Dob-
son está integrado en el Parlamento. Segundo, el modelo finlandés dispone de compe-
tencias para investigar, informar y supervisar, mientras que el húngaro dispone de la 
capacidad de retrasar el proceso legislativo y de requerir al Tribunal Constitucional que 
actúe allí donde considere que el derecho constitucional a un medio ambiente saludable 
podría haber sido vulnerado. Por su parte, en el modelo de Dobson los representantes 
F disponen de plenas capacidades legislativas. Por tanto, el modelo finlandés tiene –y 
esta es la tercera diferencia– poderes débiles, mientras que el húngaro tiene poderes 
moderadamente fuertes y el de los representantes F en el modelo de Dobson poderes 
legislativamente plenos. Cuarto, el mandato al que están sujetos los actores implicados 
en el modelo finlandés es amplio, sin llegar a la amplitud del mandato en el modelo de 
Dobson, cuyos representantes F dispondrían de un mandato para legislar con la misma 
amplitud que cualquier otro representante parlamentario, pero desde luego con mucha 
mayor amplitud que en el modelo húngaro, en el que la actuación del Defensor de las 
Generaciones Futuras está por lo general limitada a la preservación del derecho consti-
tucional a un medio ambiente saludable.

En las siguientes secciones evaluaremos estos y otros modelos según su capacidad 
para tratar los diversos determinantes de los problemas de cortoplacismo e inconsis-
tencia temporal presentados en la sección anterior. Al hacerlo, es preciso tener estas 
cuatro diferencias en mente.

DETERMINANTES MOTIVACIONALES

Las instituciones intergeneracionales descritas en la sección anterior pueden ser 
discriminadas y evaluadas según diversos criterios: por ejemplo, por su composición, 
por el tipo de mecanismos –exógenos o endógenos– de alineamiento intergeneracional 
que emplean, por su viabilidad o por el tipo de problemas de legitimidad intra e inter-
generacional que generan. En ésta y en las siguientes dos secciones dichas instituciones 
son analizadas por su capacidad para abordar los determinantes del cortoplacismo 
político y la inconsistencia temporal –allí donde éstos conducen a resultados subópti-
mos o moralmente problemáticos–. Mientras que en las siguientes dos secciones con-
sideraremos los determinantes epistémicos e institucionales, en esta sección nos 
centramos en los determinantes motivacionales.

Tanto en la literatura empírica (Nordhaus, 1975) como en la normativa (Thomp-
son, 2010) es frecuente una explicación del cortoplacismo político en sistemas demo-
cráticos como resultado de la motivación cortoplacista de votantes y cargos electos, 
habitualmente designada en términos de «impaciencia» o «miopía». Por una parte, la 
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impaciencia de los votantes les llevaría a descontar fuertemente el valor de los benefi-
cios políticos futuros, apoyando políticas públicas de corto plazo. Por otra parte, la 
impaciencia de los cargos electos por ser reelegidos les conduciría a tratar de satisfacer 
las preferencias intertemporales de los votantes, adoptando así políticas públicas de 
corto plazo o desviándose de políticas de inversión adoptadas por Gobiernos anterio-
res. En este modelo, la incapacidad de las generaciones futuras para votar en las elec-
ciones presentes haría que sus preferencias fueran desatendidas. Ésta es una tesis muy 
popular. Por ejemplo, el célebre Informe Brundtland de 1987 afirma que «actuamos 
como lo hacemos porque podemos hacerlo: las generaciones futuras no votan, carecen 
de poder político o financiero» (Brundtland, 1987).

Antes de considerar la efectividad de diferentes instituciones intergeneracionales 
para atajar este determinante motivacional, es precisio introducir dos distinciones. 
Primero, a la hora de referirnos a las motivaciones cortoplacistas de los actores políti-
cos es necesario distinguir entre preferencia temporal pura y descuento temporal (aquí 
sigo a Frederick et al., 2002). Mientras que la primera refiere al descuento de utilidad 
futura, y es por tanto puramente motivacional, la segunda refiere al descuento de be-
neficios futuros, y depende de consideraciones adicionales, como epistémicas e institu-
cionales, además de motivacionales. Por ejemplo, es perfectamente posible tener una 
preferencia temporal pura neutral –i. e. atribuir el mismo valor a la utilidad futura que 
a la presente– y, sin embargo, descontar los beneficios futuros si se considera que di-
chos beneficios son inciertos o que el Gobierno actual carece de la capacidad institu-
cional para producirlos, de modo que la utilidad futura esperada es inferior a la 
presente. Segundo, también debemos distinguir entre descuento temporal intraperso-
nal e interpersonal de la utilidad. Descontar la utilidad futura propia puede estar jus-
tificado, incluso cuando pueda ser ineficiente, debido al principio de soberanía 
individual (véase, sin embargo, Sunstein y Thaler, 2008). No obstante, descontar la 
utilidad de individuos futuros es difícilmente justificable (Rawls, 1999).

Con estas precisiones en mente, podemos distinguir diversas reformas institucio-
nales centradas en los determinantes motivacionales del cotorplacismo político y la 
inconsistencia temporal.

Un primer conjunto de instituciones está dirigido a alinear las motivaciones de los 
actores relevantes con las políticas de inversión perseguidas mediante el uso de incen-
tivos, ya sean negativos –sanciones– o positivos –recompensas–. Así, Gersbach (2005), 
Wolfe (2008) y López-Guerra (en prensa) han defendido mecanismos para extender 
el horizonte temporal de los cargos políticos sometiéndolos a las consecuencias de 
largo plazo de sus políticas, por ejemplo, ajustando sus pensiones a ciertos indicadores 
macroeconómicos o forzándoles a ellos y a sus descendientes a emplear la educación o 
la sanidad públicas una vez abandonan el cargo.

Un segundo conjunto de instituciones persigue reducir el peso de las motivaciones 
cortoplacistas en la toma de decisiones políticas, ya sea despolitizando ciertos ámbitos 
de decisión intergeneracionalmente sensibles o incrementando o reduciendo la in-
fluencia de ciertos actores cuyas motivaciones sean consideradas apropiadas o no inter-
temporalmentes (Van Parijs, 1998). Un ejemplo del primer caso son las propuestas de 
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constitucionalización de los principios de justicia intergeneracional (Hayward, 2004; 
Cho y Pedersen, 2013) o de creación de cuerpos independientes, tales como los con-
sejos fiscales, a fin de transferir la protección de dichos principios a ámbitos de deci-
sión más inmunes a las presiones electorales o partidistas9. Un ejemplo del segundo 
caso es el de aquellas propuestas que defienden conferir poderes especiales a miembros 
de ciertos grupos cuyas disposiciones intertemporales se consideran más apropiadas, 
como ocurre en el caso de los miembros de grupos ecologistas en la propuesta de Dob-
son (1996), quien defiende reservar escaños parlamentarios para dichos miembros.

Por supuesto, y a pesar de que las consideraciones de legitimidad caen fuera del 
alcance de este trabajo, es preciso mencionar brevemente los importantes problemas 
de legitimidad que ambos tipos de instituciones generan. En el primer caso, allí donde 
los cuerpos no mayoritarios disponen de autoridad última, el control democrático 
sobre las decisiones relevantes se reduce, dando lugar a la llamada dificultad contrama-
yoritaria10. En el segundo caso, la atribución de poderes especiales a ciertos segmentos 
de la población –por ejemplo, a los miembros de grupos ecologistas en el modelo de 
Dobson, que dispondrían tanto de escaños reservados en el Parlamento como de doble 
voto en las elecciones parlamentarias– supone una desviación del principio de igual-
dad política, dando lugar no solo a problemas de legitimidad, sino también de 
viabilidad. Primero, es cuestionable que la ciudadanía vaya a aceptar que ciertas per-
sonas dispongan de motivaciones moralmente superiores por el hecho de pertenecer a 
grupos ecologistas o que ello les haya de conferir derechos políticos especiales. Segun-
do, aunque ello se aceptara, la existencia de representantes F en el Parlamento podría 
inducir al resto de diputados a percibir que las cuestiones intergeneracionales ya dis-
ponen de representación especial, deprimiendo sus disposiciones largoplacistas.

Tanto el primero como el segundo conjunto de propuestas toman como dadas las 
motivaciones de los actores. Un tercer conjunto persigue, por el contrario, modificar 
las motivaciones cortoplacistas. Aquí es preciso distinguir entre instituciones dirigidas 
a modificar exógenamente las motivaciones intertemporales de los actores, haciéndo-
los más sensibles, por ejemplo, a los problemas ambientales, y aquéllas dirigidas a ha-
cerlo endógenamente mediante procedmientos que por su propia naturaleza darían 
lugar a decisiones con un horizonte temporal más extendido. Entre los mecanismos 
exógenos se encuentran, por una parte, mecanismos directos de transmisión interge-
neracional, como la inclusión de programas de concienciación ambiental en el currí-
culo educativo, incluso con el mandato incluido en algunos documentos 
constitucionales, como la Constitución de Bavaria, cuyo artículo 131.2 establece entre 

  9.	 En su trabajo clásico, Kydland y Prescott (1977) ya sugerían esta posibilidad.
10.	 La expresión viene de Bickel (1962). El trabajo contemporáneo clásico sobre la legitimidad de 

los Tribunales Constituciones es el de Waldron (1999). En González-Ricoy (2013) he tratado 
de justificar la legitimidad intergeneracional de la constitucionalización de normas procedi-
mentales. Véase también Gosseries (2014) para una justificación intergeneracional de la rigidez 
constitucional.
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diversos valores educativos a promover por las administraciones públicas «el sentido 
de responsabilidad por la naturaleza y el medio ambiente». Por otra parte, existen 
mecanismos indirectos de transmisión, como los que defienden el uso del derecho –
por ejemplo, mediante la elevación de los derechos ambientales a rango constitucio-
nal– como mecanismo de concienciación de la población, dada la capacidad expresiva 
de las leyes (Cooter, 1998; McAdams, 2000; para una aplicación intergeneracional, 
véase Gónzalez-Ricoy, en prensa).

A diferencia de estos mecanismos, en el que los valores y motivaciones que promo-
ver están exógenamente definidos, numerosas propuestas están dirigidas a modificar 
las motivaciones de los actores involucrados, haciéndolas más largoplacistas y con ma-
yor disposición a apoyar políticas de inversión endógenamente, sin definir exógena-
mente los valores que deberían guiar dichas motivaciones. La literatura en psicología 
social sugiere, por ejemplo, que los individuos descuentan más fuertemente la utilidad 
futura en contextos de decisión impulsivos o calientes que en contextos deliberativos o 
fríos (Irving, 2009). La capacidad de retrasar el proceso legislativo atribuida al Defen-
sor de las Generaciones Futuras en el modelo húngaro o a los Tribunales Constitucio-
nales en los modelos de revisión judicial débil, en el que los tribunales pueden declarar 
la inconstitucionalidad de una ley, pero el Parlamento dispone de la última palabra 
(Gardbaun, 2001), contribuirían a introducir frialdad y deliberación en la toma de 
decisión intertemporal. Por otra parte, el uso de paneles con la participación de ciuda-
danos y expertos en las decisiones intergeneracionalmente sensibles, tal como han 
defendido Niemeyer y Jennstål (en prensa) en el caso de los mini-públicos, podría 
modificar las motivaciones de los actores, tanto endógena –al promover la delibera-
ción entre éstos– como exógenamente –al introducir elementos de concienciación 
externos definidos e introducidos por expertos.11

DETERMINANTES EPISTÉMICOS

Los determinantes epistémicos del cortoplacismo político incluyen la desinforma-
ción, los sesgos cognitivos o la incertidumbre sobre el futuro. Así, actores adecuada-
mente motivados pueden desdeñar la importancia de las consecuencias de largo plazo 
–por ejemplo, del cambio climático– porque ignoran su probable impacto sobre el 
bienestar de los individuos futuros o porque sobrevaloran la capacidad de la innova-
ción tecnológica para minimizar dicho impacto.

11.	 Los procesos de deliberación fría probablemente necesitan, sin embargo, ser combinados con 
elementos emocionales dado que, como muestra la literatura en psicología social sobre descuen-
to temporal revisada por Irving (2009: 284-285, 290), la capacidad individual para empatizar 
con el futuro depende en buena medida de la capacidad para experimentar en el presente grati-
ficaciones relacionadas con los estados del mundo futuros que se desean alcanzar. Como señala 
Irving, el uso de medios visuales en la transmisión de información o valores podría promover 
dicha capacidad.
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Alternativamente, es posible descontar los beneficios de las políticas de inversión 
debido a la incertidumbre sobre el futuro: tanto sobre los estados del mundo y la tec-
nología disponible como sobre la composición e intereses de la población futura. Este 
determinante es especialmente relevante en el caso de las políticas de inversión, dado 
su extendido horizonte temporal y la mayor severidad de la incertidumbre que en 
consecuencia dichas políticas han de enfrentar. Por ejemplo, como señalan Heal y 
Millner (2014) en una reciente revisión de la literatura, en el contexto de decisión 
sobre políticas climáticas nos encontramos en el ámbito de la incertidumbre en el 
sentido knightiano de que las probabilidades son desconocidas. La incertidumbre es 
relativa tanto en relación con nuestro conocimiento del sistema climático como con el 
impacto del cambio climático sobre las sociedades futuras, lo cual depende de factores 
fundamentalmente inciertos tales como la tecnología futura, el crecimiento global a 
largo plazo o la adaptabilidad de las sociedades futuras al cambio climático.

Ello tiene importantes implicaciones normativas y empíricas. Normativamente, si 
la incertidumbre sobre los beneficios futuros o la composición de la población futura 
es suficientemente severa, ello podría justificar descontar su valor. Por ejemplo, el In-
forme Stern sobre la economía del cambio climático es célebre por aplicar una tasa de 
descuento a las consecuencias futuras –i. e. una tasa relativa a cuánto de menos valen 
dichas consecuencias en relación con las consecuencias inmediatas– mucho menor de 
la habitual. Sin embargo, justifica descontar ligeramente dichas consecuencias debido 
a la incertidumbre sobre la supervivencia de la humanidad en el futuro. Es muy cues-
tionable que se deba atribuir el mismo valor a los bienes futuros que a los presentes si 
existe la posibilidad de que en el futuro no haya nadie para disfrutar dichos bienes, 
posibilidad sobre la cual nuestro conocimiento es más incierto cuanto más alejada está 
en el tiempo. Empíricamente, la incertidumbre es un determinante central a la hora 
de explicar por qué los individuos descuentan el valor de los beneficios futuros (Gneezy 
et al., 2006; Halevy, 2008; Irving, 2009; Jacobs y Matthews, 2012). Como ha mostra-
do Frederick (2003), si bien los individuos tienden a descontar el valor de las vidas 
futuras, dicha tendencia se debe casi exclusivamente a la incertidumbre sobre si las 
personas futuras realmente existirán o sobre si los riesgos a los que se enfrenten real-
mente les afectarán –por ejemplo, porque puedan desarrollar la tecnología requerida 
para neutralizarlos–. Una vez que controlamos por incertidumbre, el descuento inter-
generacional desaparece.

Podemos distinguir tres tipos de reformas institucionales dirigidas a responder a 
dichos determinantes epistémicos.

Un primer conjunto de reformas está dirigido a incrementar nuestro conocimien-
to sobre el futuro y a hacer más tratable la incertidumbre sobre el mismo, a fin de re-
ducir la disposición cortoplacista individual y facilitar la adopción de políticas de 
inversión cuyos resultados sean predecibles y beneficiosos para las generaciones futu-
ras. Así, podemos identificar, en primer lugar, prácticas transversales de prospección 
futura actualmente operando en numerosas administraciones públicas, así como insti-
tuciones específicas de investigación futura, tales como las que encontramos en el 
modelo finlandés. En segundo lugar, podemos identificar todo un conjunto de indi-
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cadores dirigidos a medir el impacto intergeneracional de nuestra acciones y a hacer la 
incertidumbre sobre dicho impacto más tratable. Indicadores de desarrollo sostenible 
como la huella ecológica o los ahorros genuinos tienen una dimensión claramente 
intergeneracional. En este sentido, la Comisión Oxford Martin para las Generaciones 
Futuras (2013) ha defendido la importancia intergeneracional de una agencia estadís-
tica global –Worldstat, análoga a Eurostat– que pueda proporcionar estadísticas fia-
bles sobre las tendencias globales de largo plazo. Por supuesto, el futuro es por 
definición incierto y la incertidumbre no puede ser completamente erradicada. Sin 
embargo, el uso de indicadores como los mencionados no solo permite cuantificar el 
impacto de nuestras decisiones y basar la discusión sobre políticas de inversión en 
evidencia. Dado que los ciudadanos son con frecuencia reticentes a apoyar políticas de 
inversión por aversión a la complejidad de éstas y a la incertidumbre de sus resultados 
(Jacobs y Matthews, 2012), el uso de indicadores fiables también promueve la exten-
sión de sus horizontes temporales.

Un segundo conjunto de propuestas está dirigido no a incrementar la fiabilidad de 
nuestro conocimiento sobre el futuro, sino a diseminar dicho conocimiento entre los 
actores involucrados y traducirlo políticamente. Las instituciones educativas y de con-
cienciación mencionadas en la sección anterior tienen una dimensión claramente epis-
témica, además de motivacional. Los mini-públicos mencionados anteriormente, así 
como los comités de expertos con poderes consultivos, tales como los que encontramos 
en los modelos finlandés y húngaro, tratan de combinar la diseminación del conoci-
miento existente –en el caso de los mini-públicos, mediante la participación de expertos 
que introducen y conducen los aspectos factuales de las cuestiones– con la deliberación 
entre ciudadanos, funcionarios y cargos electos, a fin de incrementar la calidad episté-
mica de las decisiones políticas.

Estos dos tipos de instituciones afrontan los deteminantes epistémicos del cortopla-
cismo tratando de modificar nuestro conocimento sobre el futuro y su diseminación en 
la sociedad. Un tercer conjunto de instituciones aborda dichos determinantes sin tratar 
de modificar el conocimiento existente, tomándolo como dado. Aunque estas institu-
ciones son ciertamente compatibles con las anteriores, su objetivo es guiar la acción 
política bajo las condiciones actuales de conocimiento asimétricamente distribuido y de 
incertidumbre. Allí donde el conocimiento está asimétricamente distribuido –lo cual es 
frecuente en ámbitos intertemporalmente sensibles como el fiscal o el ambiental, en los 
que la dimensión epistémica es especialmente relevante–, durante las últimas décadas 
hemos presenciado la transferencia de competencias desde ámbitos decisorios no exper-
tos –tales como el Parlamento– a cuerpos decisorios compuestos por expertos (That-
cher y Stone Sweet, 2002). Sin embargo, como hemos señalado en la sección anterior, 
ello puede generar importantes problemas de legitimidad, al reducir el grado de control 
democrático de dichas instituciones. Por otra parte, la toma de decisiones en condicio-
nes de incertidumbre ha dado lugar a un amplio debate sobre los principios que debe-
rían operar bajo dichas condiciones. El principio de precaución, que establece que 
cuando una actividad amenaza con dañar la salud humana o el medio ambiente, se han 
de tomar precauciones incluso cuando la relación de causalidad no está completamente 
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establecida científicamente, ha sido particularmente influyente en el derecho ambiental 
internacional y en los debates sobre políticas ambientales en la UE o Naciones Unidas 
(Raffensberger, 1999; Gardiner, 2005).

A modo de conclusión, es preciso mencionar un problema relativo a nuestro 
conocimiento sobre la composición de las generaciones futuras que ha centrado 
muchos de los debates filosóficos desde la publicación de Parfit (1984) y cuyas im-
plicaciones institucionales son raramente consideradas por otras disciplinas. Se trata 
de un problema de endogeneidad, a saber: el número y la identidad de las genera-
ciones futuras no solo son inciertos, también son dependientes de nuestras decisio-
nes actuales, lo cual dificulta que podamos emplear su composición como criterio 
para guiar nuestras decisiones presentes. Por ejemplo, no podemos definir el nivel 
apropiado de transferencia o ahorro intergeneracional de las políticas de inversión 
basándonesen el número de personas que vivirán en el futuro y a sus intereses pues-
to que quién vivirá y cuántos vivirán en el futuro depende del nivel de inversión y 
ahorro que asumamos hoy. Éste es un problema de difícil solución en el caso numé-
rico, pero que podría quizá resolverse en el caso de la identidad de los individuos 
futuros si, en lugar de apelar a los intereses de individuos futuros concretos, apelá-
semos a atributos impersonales, tales como necesidades básicas o derechos funda-
mentales, que podamos atribuir a cualquier individuo futuro. Una implicación de 
ello es que, probablemente, las reformas propuestas en nombre de las generaciones 
futuras deberían estar sujetas a satisfacer criterios normativos minimalistas como 
éstos y que, por ello, muchas de las propuestas existentes probablemente son excesi-
vamente ambiciosas al apelar a intereses de individuos futuros que no solo descono-
cemos sino que además son endógenos a las decisiones que dichas propuestas 
producirían en caso de ser adoptadas.

DETERMINANTES INSTITUCIONALES

Consideramos, por último, los determinantes institucionales del cortoplacismo 
político, con especial atención a los problemas de debilidad institucional y a los fallos 
de coordinación. Puesto que en los sistemas democráticos las preferencias de los ciu-
dadanos tienen especial influencia sobre el funcionamiento de las instituciones políti-
cas, en esta sección consideramos tanto los determinantes propiamente institucionales 
como la incidencia de éstos sobre las preferencias intertemporales de los ciudadanos.

Desde el punto de vista institucional, el cortoplacismo político puede deberse, en 
primer lugar, a la debilidad de las instituciones para aplicar decisiones políticas, algo 
especialmente relevante en el caso de las políticas de inversión, dado que éstas requie-
ren la extracción de recursos presentes y su transferencia intergeneracional de manera 
continuada y durante períodos prolongados de tiempo. Por ejemplo, en el ámbio cli-
mático, el Banco Mundial (2010: cap. 6) ha estimado los costes de mitigación entre 
140.000 y 175.000 millones de dólares anuales, y los de adaptación entre 30.000 y 
100.000 millones adicionales al año. Esto puede ocurrir tanto por la escasa capacidad 
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fiscal del estado, i.e. por su incapacidad para recaudar impuestos y generar los ingresos 
necesarios para implementar dichas políticas, como por el uso inadecuado de dichos 
ingresos una vez generados.

El caso de la corrupción y la desconfianza institucional que se deriva de ella tiene 
especial relevancia intertemporal (Garri, 2010). Allí donde la corrupción percibida es 
elevada, políticas con resultados inmediatos pueden resultar más eficientes que políti-
cas con resultados esperados en el largo plazo, puesto que los resultados de las primeras 
son más fácilmente controlables, lo cual dificulta el desvío de recursos. Las políticas 
cortoplacistas facilitan asimismo que los candidatos no corruptos pueden señalizar que 
son «buenos tipos», al comprometerse a adoptar políticas de corto plazo cuyos resulta-
dos serán fácilmente observables. Por ejemplo, Mani Pulite, la investigación judicial 
contra la corrupción realizada en Italia en la primera mitad de la década de 1990, 
produjo una reducción de las inversiones de capital. Según Garri, esto podría deberse 
a que dichas inversiones tienen un horizonte temporal más extendido y, por ello, son 
más difíciles de controlar que otras formas de gasto con efectos más inmediatos. Dada 
la elevada corrupción percibida entre los ciudadanos, su reducción habría producido 
un incremento de las políticas de corto plazo, más fáciles de controlar y mediante las 
cuales los cargos electos podían señalizar que no eran corruptos.

Consideremos en segundo lugar los problemas de coordinación, que pueden ser 
sincrónicos o diacrónicos. Problemas sincrónicos de coordinación se dan típicamente 
en la provisión de bienes públicos, como la mitigación del cambio climático. Al no 
poderse excluir del disfrute de dichos bienes a quienes no participan en sus costes, los 
incentivos al comportamiento oportunista son fuertes.

Los problemas diacrónicos de coordinación, por su parte, son especialmente rele-
vantes en el caso de las políticas de inversión, que típicamente exigen ser sostenidas 
durante períodos prolongados de tiempo y por Gobiernos que han de respetar los 
compromisos adoptados por Gobiernos anteriores. Los ciclos electorales y partidistas 
pueden generar problemas de coordinación diacrónica e inconsistencia temporal. Si, 
por ejemplo, los votantes evalúan a los candidatos por su actuación agregada, los Go-
biernos salientes tienen fuertes incentivos para desviarse de los compromisos de largo 
plazo y adoptar políticas con beneficios inmediatamente anteriores a las siguientes 
elecciones. Si, por el contrario, los votantes evalúan a los candidatos en términos par-
tidistas, los partidos pueden cultivar lazos con ciertos segmentos electorales y adoptar 
políticas que beneficien a éstos, desviandose así de políticas de inversión adoptadas por 
Gobiernos anteriores de distinto color político. En ambos casos, el resultado es agre-
gadamente subóptimo y perjudicial para los intereses de las generaciones futuras. No 
solo pueden conducir al abandono de las políticas de inversión. Si los costes de la in-
versión incurridos hasta entonces son hundidos –i. e. si no pueden ser recuperados–, 
éstos podrían terminar perdiéndose.

Los problemas diacrónicos de coordinación tienen, a su vez, una importante inci-
dencia en la disposición de los ciudadanos a apoyar políticas de inversión. Jacobs y 
Matthews (2012) muestran que una de los principales razones por la que los ciudada-
nos son reacios a apoyar políticas de inversión es la fragilidad de los compromisos 
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políticos, i. e. la posibilidad de que los cargos políticos presentes o futuros se desvíen 
de los compromisos adoptados anteriormente. Dicha fragilidad es temporalmente 
sensible, pues cuanto más prolongado es el horizonte temporal de las políticas de in-
versión, mayor es el número de Gobiernos que deberán respetarlas y mayor la proba-
bilidad de que alguno de ellos se desvíe de éstas.

Estos problemas –que frecuentemente están interrelacionados, como es el caso de 
los incumplimientos de los compromisos internacionales sobre emisiones, los cuales 
tienen una dimensión tanto diacrónica como sincrónica– son bien conocidos en la 
literatura sobre inconsistencia temporal y compromiso creíble (Kydland y Prescott, 
1977; North y Weingast, 1989; Elster, 2000). Podemos identificar dos conjuntos 
–conectados, como veremos– de respuestas institucionales a partir de dicha literatura: 
aquéllas basadas en reglas y aquéllas basadas en la creación de organismos coordinado-
res con autoridad supraestatal y/o intergeneracional.

Un primer tipo de propuestas trata de definir un conjunto de reglas que discipline 
la conducta de los agentes políticos, dificultando el comportamiento oportunista y la 
desviación de recursos al establecer dichas reglas con claridad e incrementar los costes 
de desviación de las mismas. Ejemplos intergeneracionalmente relevantes son normas 
ambientales como el principio de precaución o el principio «quien contamina, paga» 
o las diversas variantes de la regla de oro presupuestaria adoptadas en los últimos años 
por países como Suiza o Alemania.

Estas reglas pueden ser externamente impuestas o autoimpuestas, pueden tener 
rango ordinario o constitucional y pueden admitir diversos grados de precisión.

Consideremos primero la cuestión de la autoimposición. El informe sobre el futuro 
que la Constitución finlandesa exige a cada Gobierno es un ejemplo de autoimposi-
ción, pues el contenido del mismo es definido por cada Gobierno, mientras que la 
Constitución japonesa de posguerra, redactada por los Aliados, es un caso claro de 
imposición externa. Es importante tener en cuenta que normas que son impuestas a 
agentes políticos específicos, tales como las reglas de oro presupuestarias, no siempre 
han de ser consideradas como externamente impuestas. Si dichas normas resultan de 
un proceso que satisfaga los requisitos de soberanía, participación y deliberación nece-
sarios para que podamos hablar de autoimposición, entonces es posible entenderlas 
como mecanismos de precompromiso dirigidos a resolver los problemas de coordina-
ción sincrónica e inconsistencia temporal, puesto que podrían servir para que los ciu-
dadanos dificulten que, en momentos posteriores al de adopción, ellos mismos o sus 
cargos electos puedan desviarse de la norma adoptada (Ackerman, 1991; Elster 2000).

Esto es problemático, sin embargo, cuando dichas normas adquieren rango cons-
titucional, algo frecuente en las últimas décadas, en las que al menos 57 países han 
adoptado cláusulas explícitamente dirigidas a proteger los intereses de las generaciones 
futuras y muchos más han adoptado cláusulas de protección ambiental o sostenibili-
dad fiscal (Hayward, 2004; May y Daly, 2009; Cho y Pedersen, 2013; Gónzález-Ri-
coy, en prensa). La constitucionalización de dichas normas cumple un doble objetivo. 
Por una parte, trata de incrementar la probabilidad de que sean cumplidas, pues a 
diferencia de las normas de rango ordinario –y no digamos las adoptadas voluntaria-
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mente, como ocurre en el caso finlandés– tienen prioridad normativa sobre las deci-
siones del legislador y el Gobierno. Por otra parte, la constitucionalización trata de 
incrementar la probabilidad de que se mantengan a lo largo del tiempo puesto que, a 
diferencia de las normas de rango ordinario –y no digamos las que han de renovarse 
cada legislatura, como sucede en el modelo finlandés–, éstas son típicamente rígidas, 
i. e. solo pueden ser enmendadas mediante procedimientos más gravosos que el pro-
cedimiento legislativo ordinario. Al dotar de prioridad y de rigidez a las normas inter-
generacionales, la constitucionalización reduce la posibilidad de oportunismo y 
desviación de recursos y facilita la superación de los problemas de coordinación, tanto 
sincrónicos como diacrónicos. Sin embargo –y ésta es la razón por la que resulta pro-
blemático referirnos a dichas normas como autoimpuestas–, la constitucionalización 
de normas, incluso cuando su adopción es impecablemente democrática, supone la 
imposición de las mismas sobre las nuevas generaciones que permanentemente ingre-
san en el cuerpo político y que no han participado en su adopción. Esto es lo que di-
ficulta que puedan ser consideradas autoimpuestas, al menos intergeneracionalmente, 
lo cual genera importantes problemas de legitimidad intergeneracional al violar el 
principio de soberanía generacional, según el cual cada generación debería tener la 
capacidad de imponerse sus propias normas.

El grado de imposición intergeneracional de las cláusulas constitucionales es rela-
tivo al grado de precisión de su formulación. Cuando las cláusulas son formuladas 
como principios generales –tal como es frecuentemente el caso de las cláusulas am-
bientales y de justicia intergeneracional–, las generaciones futuras pueden fácilmente 
adaptar la interpretación de las mismas a sus circunstancias particulares (Ferreres Co-
mella, 2000), lo cual no es posible cuando éstas están formuladas como reglas precisas 
–tal como suele ocurrir con las cláusulas de estabilidad presupuestaria–. Ocurre, sin 
embargo, que allí donde las cláusulas carecen de precisión, los costes de desviación se 
reducen y la capacidad de éstas para resolver problemas de oportunismo y coordina-
ción igualmente se reduce. Así, con la excepción de un número limitado de decisiones 
judiciales, las cláusulas constitucionales ambientales han sido generalmente considera-
das como de ejecución no inmediata por los tribunales, siendo su desarrollo diferido 
al legislador (cf. May y Daly, 2009; Cho y Pedersen, 2013).

Un segundo conjunto de propuestas trata de resolver los problemas de coordina-
ción mediante la creación de organismos con autoridad supraestatal y/o intergenera-
cional que puedan disciplinar a los actores involucrados, reduciendo así las 
probabilidades de oportunismo intergeneracional, desviación de recursos e incumpli-
miento de los compromisos adoptados. Cuando los problemas de adopción de las 
políticas de inversión son exclusivamente de coordinación, dichas propuestas pueden 
inducir mejoras paretianas, i. e. mejoras que sean beneficiosas para todos los actores o 
que al menos beneficien a algunos de ellos sin dejar a ninguno en peor situación.

Ejemplos tradicionales de instituciones de coordinación son los tribunales constitu-
cionales o los consejos fiscales, los cuales pueden ejercer de autoridad coordinadora sin-
crónica (e. g. entre estados en países federales) y diacrónica (e. g. entre los sucesivos 
Gobiernos de un estado). Más recientemente, las propuestas para la creación de un Alto 
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Comisionado para las Generaciones Futuras en Naciones Unidas o de un Defensor para 
las Generaciones Futuras para la Unión Europea, ambas inspiradas por la experiencia 
húngara, podrían contribuir a resolver problemas similares en el ámbito internacional. 
Por una parte, podrían facilitar el cumplimiento de los acuerdos entre estados al incre-
mentar los costes de desviación. Por otra parte, podrían facilitar el mantenimiento de 
dichos acuerdos a lo largo del tiempo al incrementar los costes de renegar de los mismos. 
Asimismo, al hacerlo, facilitarían la señalización creíble por parte de los actores involu-
crados, que en caso de desviación posterior asumen costes superiores a los que asumirían, 
ceteris paribus, en ausencia de dichos organismos, lo cual, sin embargo, podría dificultar 
su adopción. La propuesta para la creación de un Alto Comisionado de Naciones Uni-
das, por ejemplo, le atribuye poderes significativos de control, alerta temprana, revisión 
y denuncia (Ward, 2012; Secretaría General de Naciones Unidas, 2013: 37).

Para terminar, es preciso señalar la estrecha relación entre las propuestas basadas en 
organismos de coordinación y las basadas en reglas. Por una parte, las reglas intergenera-
cionales requieren, como es lógico, de mecanismos de aplicación. Debido a los conflictos 
de intereses que surgen cuando la aplicación de dichas reglas cae bajo la jurisdicción de 
los mismos actores que han de ser disciplinados, no es sorprendente que con frecuencia 
se defienda la necesidad de organismos independientes para la aplicación de las mismas. 
Por otra parte, dichos organismos requieren de un mandato que establezca su jurisdic-
ción así como sus atribuciones. En ausencia de reglas claras que delimiten el ámbito y 
formas de actuación de dichos organismos, éstos podrían abusar de su independencia, lo 
cual podría amenazar su legitimidad y sostenibilidad a lo largo del tiempo.

CONCLUSIONES

En este trabajo se han analizado diversas instituciones intergeneracionales por su 
capacidad para tratar los diversos determinantes del cortoplacismo político y la incon-
sistencia temporal y promover la adopción de políticas de inversión. En relación con los 
determinantes motivacionales, se han identificado instituciones dirigidas a alinear las 
motivaciones de los actores mediante el uso de incentivos, a reducir el peso de las mo-
tivaciones intertemporalmente inapropiadas y a actualizar dichas motivaciones, tanto 
exógena como endógenamente. En relación con los determinantes epistémicos, se han 
identificado instituciones dirigidas a incrementar nuestro conocimiento sobre el futu-
ro, a diseminar dicho conocimiento y a distribuir la capacidad decisoria según la distri-
bución de éste. Por último, en relación con los determinantes institucionales, se han 
identificado instituciones basadas en reglas así como instituciones basadas en organis-
mos de coordinación diacrónica y sincrónica.

A modo de conclusión, es importante mencionar varias implicaciones para el dise-
ño, viabilidad y legitimidad de las instituciones intergeneracionales.

Primero, dada la heterogeneidad de los determinantes del cortoplacismo político, es 
improbable que reformas aisladas puedan responder adecuadamente a todos los determi-
nantes posibles y adaptarse a todos los horizontes temporales posibles. Por otra parte, 
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dado que muchos de los ámbitos de actuación intergeneracionalmente relevantes están 
interrelacionados –consideremos los ámbitos demográfico, energético y climático, por 
ejemplo– es probable que cualquier respuesta efectiva al problema del cortoplacismo y la 
inconsistencia temporal requiera la combinación de diversos tipos de mecanismos insti-
tucionales que operen de manera integrada, tal como ocurre en el modelo finlandés.

Segundo, es preciso ser conscientes, no obstante, de que los enfoques que combinan 
diversos mecanismos e instituciones, como el finlandés, violan el principio de parsimonia 
e imponen importantes costes computacionales a los ciudadanos. Esto no solo es relevan-
te desde el punto de vista de su legitimidad normativa, al dificultar el control y rendición 
de cuentas por parte de la ciudadanía. Dado que, como hemos visto en la sección relativa 
a los determinantes epistémicos, la aversión a la complejidad es una de las principales ra-
zones por las que los ciudadanos son reacios a apoyar políticas de inversión, modelos tan 
complejos como el finlandés también pueden suscitar problemas de legitimidad percibi-
da, lo cual puede dificultar su viabilidad y sostenibilidad a lo largo del tiempo.

Tercero, además de problemas de legitimidad percibida, muchas de las institucio-
nes intergeneracionales suscitan importantes problemas de legitimidad normativa. Por 
supuesto, las instituciones existentes también presentan dichos problemas, al desaten-
der con frecuencia los intereses de las generaciones futuras. Por otra parte, no todas las 
instituciones intergeneracionales tienen problemas de legitimidad, pues muchas de ellas 
son meramente consultivas. Dado que no obstante muchas de ellas sí que disponen de 
atribuciones vinculantes –tales como la capacidad para retrasar el proceso legislativo en 
el caso húngaro, para derogar leyes en el caso de los tribunales constitucionales o para 
legislar en el modelo de Dobson–, éstas suscitan preocupaciones relativas a su legitimi-
dad intra e intergeneracional. Por ejemplo, instituciones como los consejos fiscales o los 
defensores de las generaciones futuras son independientes y suponen, por ello, una 
desviación de los principios de designación democrática y rendición de cuentas vertical. 
La propuesta de Dobson claramente viola el principio de igualdad política al conferir 
poderes especiales a ciertos ciudadanos por el hecho de pertenecer a grupos ecologistas. 
Y otras propuestas, como aquellas basadas en la constitucionalización de normas inter-
generacionales, suponen la imposición de la voluntad de la generación constituyente 
sobre las posteriores, amenazando así el principio de soberanía generacional.

Estas y otras consideraciones normativas han caido fuera del alcance de este trabajo. 
Para ser completo, un análisis normativo de las instituciones intergeneracionales debe-
ría examinarlas cuidadosamente.
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